
REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CINCUENTA Y CINCO (55) ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
SECCIÓN SEGUNDA 

  
Bogotá, D. C., primero (1) de junio de dos mil veinte (2020)  
 

ACCIÓN: TUTELA  

PROCESO N°. 11001-33-42-055-2020-00091-00 

ACCIONANTE: HÉCTOR GONZÁLO GAITÁN CITA 

ACCIONADO: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES 

ASUNTO: FALLO DE TUTELA N°. 038 

 
Procede el Despacho a proferir sentencia dentro de la acción de tutela instaurada 
por el señor Héctor Gonzálo Gaitán Cita, identificado con cédula de ciudadanía N°. 
3.012.475 de Facatativá - Cundinamarca, en nombre propio, en contra de 
Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, al considerar 
vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, y salud en conexidad con 
la vida.  
 

I. OBJETO DE LA ACCIÓN 
 
El accionante requiere: 
 

Mediante el presente escrito solicito respetuosamente al señor Juez, se sirva 
Tutelar en forma definitiva los derechos fundamentales AL DEBIDO PROCESO 
Y SALUD EN CONEXIDAD CON LA VIDA, y de otros que se llegaré a demostrar 
su vulneración de los cuales soy titular, y en consecuencia, se ordene a LA 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, que 
en el término improrrogable de 48 horas, siguientes al comunicado del fallo de 
tutela, proceda a notificarme por medio de mi correo electrónico o el de mi 
apoderado, el acto administrativo por medio del cual se da cumplimiento a los 
fallos judiciales proferidos por el Juzgado 34 Laboral del Circuito de Bogotá D.C. 
y el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., Sala 
Laboral. 
 
Igualmente solicito a este Despacho conminar a la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, para que en lo sucesivo y 
en especial en esta grave crisis de salubridad pública y sanitaria, haga uso de 
las tecnologías para llevar a cabo las notificaciones de los actos administrativos 
y otros trámites que no requieran las comparecencia de sus afiliados a sus 
oficinas, esto es con el fin de no exponerlos al contagio del VIRUS COVID 19, el 
cual como ya se dijo, pone en grave riesgo la salud y la vida. 
 

II. HECHOS 
 
Los hechos narrados por la tutelante: 
 
1. El 21 de marzo del 2019, el Juzgado 34 Laboral del Circuito de Bogotá, profirió 

sentencia en favor del señor Héctor Gonzálo Gaitán Cita, ordenando a la 
Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, reconocerle y 
pagarle pensión vitalicia de jubilación, decisión que fue confirmada por la Sala 
Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, mediante 
providencia de 18 de julio de 2019. 
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2. Como consecuencia de lo anterior, el 23 de septiembre de 2019, el apoderado 
del accionante, presentó solicitud cumplimiento de las citadas sentencias, ante 
COLPENSIONES.  
 

3. Posteriormente, el 29 de abril de 2020, el apoderado del accionante se 
comunicó vía telefónica con COLPENSIONES, donde le informaron que se 
había proferido el acto administrativo por medio del cual, se daba cumplimiento 
a las sentencias, ante lo cual, solicitó que se realizara la notificación de este, 
por correo electrónico. Sin embargo, la entidad no lo hizo, por lo que el actor 
vía telefónica se volvió a comunicar con la entidad el 13 de mayo de 2020, 
donde se le exigió asistir personalmente para ser notificado.  

 
4. Por último, el accionante manifestó que le es imposible acercarse a la entidad, 

sin poner en peligro su salud y vida, teniendo en cuenta el estado de 
emergencia sanitaria declarado por el gobierno por el virus Covid 19, sumado 
a que es una persona de 75 años y padece cáncer gástrico.  
     

III. ACTUACIÓN PROCESAL 
 

Mediante auto de 19 de mayo de 2020, el Despacho admitió la presente acción y 
ordenó notificar al Presidente de COLPENSIONES doctor Juan Miguel Villa Lora o 
quien haga sus veces, tal como obra en el expediente (correo electrónico – asunto 
notificación).   
 
Cumplido el término otorgado para ejercer su derecho de defensa y contradicción, la 
accionada, contestó la tutela vía correo electrónico, el 27 de mayo de 2020. 
 
RESPUESTA DE LA ACCIONADA 
 
Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES  
 
La accionada a través de oficio Radicado N°. 2020_5000614, enviado por correo 
electrónico el 27 de mayo de 2020, contestó la acción de tutela, solicitó que se 
declarara carencia de objeto por hecho superado, por cuanto, la Resolución N°. SUB 
91602 de 14 de abril de 2020, se notificó al correo: ivonegaitan@gmail.com, el 22 de 
mayo de 2020. 
 

IV. PRUEBAS 
 

• ACCIONANTE 
 

1. Fotocopia de la cédula de ciudadanía del actor.  
 

2. Fotocopia de la petición de 23 de septiembre de 2019, en la que el apoderado del 
accionante, solicita a COLPENSIONES, el cumplimiento de los fallos judiciales. 

 

3. Fotocopia del acta de 21 de marzo del 2019, de la sentencia proferida por el 
Juzgado 34 Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

4. Fotocopia del acta de 18 de julio de 2019, de la sentencia Sala Laboral del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D. C. 

 

5. Fotocopia de la Historia Clínica del accionante.  
 

• ACCIONADA 
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1. Copia del oficio Radicado N°. 2020_4188347 de 22 de mayo de 2020, dirigido al 
señor HÉCTOR GONZÁLO GAITÁN CITA, en el que se le informa que de acuerdo 
con su solicitud, se realiza la notificación de la Resolución N° 2020_4181406_10-
2019_12849069 SUB91602 de 14 de abril de 2020, por correo electrónico.  
 

2. Copia de la constancia de recibo de la Notificación Electrónica Automática-
2020_4188347-91602, al correo ivonegaitan@gmail.com, con fecha y hora de 
entrega de los archivos CV-Carta y acta de notificación 2020_4188347 91602.pdf 
y CV-2020_4181406_10.pdf. 

 
3. Copia de Resolución N°. 2020_4181406_10-2019_12849069 SUB91602 de 14 de 

abril de 2020. 
 

V. CONSIDERACIONES 
 
5.1. Competencia 

 
De conformidad con lo establecido en el Decreto 1983 de 2017 y el artículo 37 del 
Decreto 2591 de 1991, y teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la entidad 
demandada, este despacho es competente para conocer de la presente acción de 
tutela.  
 
5.2. Problema Jurídico 
 
Estudiado el expediente, el despacho advierte que se centra en determinar, si al señor 
Héctor Gonzálo Gaitán Cita, se le están violando sus derechos fundamentales de 
petición, al debido proceso, salud y vida, por parte de la Administradora Colombiana 
de Pensiones - COLPENSIONES, al no realizar a él o a su apoderado, la notificación 
por correo electrónico del acto administrativo, contenido en la Resolución N° 
SUB91602 de 14 de abril de 2020, mediante la cual se da cumplimiento a las 
sentencias de 21 de marzo de 2019, del Juzgado 34 Laboral del Circuito de Bogotá y 
de 18 de julio de 2019, por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá. 
 
5.3. Acción de Tutela 

 
Es preciso indicar que, el artículo 86 de la Constitución Política consagró la acción de 
tutela como un mecanismo preferente y sumario para la protección inmediata de los 
derechos constitucionales fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares. 
 
Por su parte, el artículo 6 del Decreto 2591 de 19911, establece que este mecanismo 
sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que la acción de tutela se utilice como un instrumento transitorio en aras de evitar un 
perjuicio irremediable, circunstancia que debe probarse para acceder a la protección 
aludida. 
 
5.3.1. Procedencia  
 
El Despacho reitera que la acción de tutela tiene carácter residual, vale decir, que 
procede en tanto el accionante no disponga de otros medios de defensa judicial para 
lograr la protección de sus derechos, en tal sentido, el inciso 3° del artículo 86 de la 
Constitución dispone: 

 
1 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela”.  

mailto:ivonegaitan@gmail.com
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Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. 

 
A su vez, el numeral 1 del artículo 6 del decreto 2591 de 1991, señala que la acción 
de tutela no procederá:  

 
Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla 
se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable… 

 
Acentuando la anterior norma, la Corte Constitucional en Sentencia T-177 de 2011, 
establece: 

 
En los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance 
del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra 
determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son 
suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los 
derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el 
amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, 
el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio 
irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los 
derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial 
protección constitucional. La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha 
indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por 
suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio 
irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere 
que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o 
menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia 
y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene 
que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. 
Negrillas fuera del texto. 

 
La norma y la jurisprudencia citada, nos indica que para amparar los derechos de una 
persona por medio de la acción de tutela, es necesario que exista una amenaza real, 
que no se disponga de otro medio, y/o que se encuentre en un estado de especial 
protección por parte del Estado. 
 
5.3.2. Subsidiariedad  

 
Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia T- 076 de 2009, ha señalado 
reiteradamente que la acción de tutela no procede cuando el peticionario disponga 
de otro medio para la defensa judicial de su derecho, a menos que intente la acción 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, haciendo énfasis 
en el carácter excepcional del mecanismo constitucional de protección; por lo cual 
afirmó: 

 
(...) la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o 
supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios 
ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se 
ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un 
pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias 
ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza, de conformidad con 
los artículos 86 de la Carta Política y 6º numeral 1º del Decreto 2591 de 1991, es 
la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera 
cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de 
existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, de manera que no puede utilizarse para remplazar los procesos 
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judiciales o administrativos, pues su finalidad no es otra que brindar a las 
personas una protección efectiva, real y eficaz, para la garantía de sus derechos 
constitucionales fundamentales. En consecuencia, riñe con la idea de admitirla a 
procesos administrativos o judiciales en curso o ya terminados, en cuanto unos 
y otros tienen mecanismos judiciales ordinarios para la protección de derechos 
de naturaleza constitucional o legal, que por lo tanto la hacen improcedente. 
Negrillas fuera del texto 

 
Así pues, la Corte ha venido sosteniendo que la acción de tutela resulta improcedente 
cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que no 
fueron utilizados a su debido tiempo o simplemente no han sido utilizados. 
 
Lo planteado por la jurisprudencia tiene como objetivo fundamental la racionalización 
del ejercicio de la acción de tutela, en orden a evitar que a través de este medio 
extraordinario de protección constitucional, las personas pasen por alto los 
mecanismos ordinarios de resolución de conflictos establecidos en el ordenamiento.  
 
5.3.3. Perjuicio Irremediable 
 
En relación con el perjuicio irremediable la Corte en Sentencia T-1316 de 2001, ha 
señalado: 

 
(...) En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este 
exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así 
lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo 
lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre 
un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea 
susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse 
medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble 
perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, 
y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las 
medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a 
criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño 
antijurídico irreparable. 

 
Por consiguiente, para que exista un perjuicio irremediable es necesario que este sea 
inminente, que las medidas para corregirlo sean urgentes, que el daño a su vez sea 
grave y su protección perentoria. 
 
5.3.4. Inmediatez  

 
La inmediatez es creada para que el amparo de los derechos fundamentales sea de 
manera rápida, inmediata y eficaz. 
 
Es así, que si se presenta demora en la presentación de la tutela, deberá ser 
improcedente, por ende, se debe acudir a los mecanismos ordinarios administrativos 
o de defensa judicial. 
 
La Corte Constitucional en Sentencia T- 792 de 2009, estableció: 

  
(…) la jurisprudencia constitucional ha enfatizado en el hecho de que el mismo 
exige que la acción sea promovida de manera oportuna, esto es, dentro de un 
término razonable luego de la ocurrencia de los hechos que motivan la afectación 
o amenaza de los derechos. Esa relación de inmediatez entre la solicitud de 
amparo y el supuesto vulnerador de los derechos fundamentales, debe 
evaluarse, según ha dicho la Corte, en cada caso concreto, con plena 
observancia de los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
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En ese sentido, la misma Corporación en Sentencia T-987 de 2008, indicó: 
 
El presupuesto de la inmediatez como requisito de procedibilidad de la tutela, 
debe ponderarse bajo el criterio del plazo razonable y oportuno, con esta 
exigencia se pretende evitar que este mecanismo de defensa judicial se emplee 
como herramienta que premie la desidia, negligencia o indiferencia de los 
actores, o se convierta en un factor de inseguridad jurídica. Tal condición está 
contemplada en el artículo 86 de la Carta Política como una de las características 
de la tutela, cuyo objeto es precisamente la protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales de toda persona, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados. En relación con el plazo razonable, esta 
Corte ha considerado que el mismo debe medirse según la urgencia manifiesta 
de proteger el derecho, es decir, según el presupuesto de inmediatez y según las 
circunstancias específicas de cada caso concreto. 

 
Luego, para que proceda la acción de tutela, deberá establecerse el tiempo que dura 
el accionante en reclamar, pues tratándose de derechos fundamentales su exigencia 
debe ser inmediata. 
 
Conforme a los anteriores referentes normativos y jurisprudenciales se concluye, que 
la tutela, i) tiene un carácter subsidiario, ii) debe será utilizada con el ánimo de evitar 
un perjuicio irremediable, donde se vean afectados derechos fundamentales, y (iii) 
procede cuando no existen otros medios de defensa judicial, pues de lo contrario 
la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de derechos 
fundamentales y se convertiría en un recurso ordinario. 
 
5.4. DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 
 
En este caso se aducen como transgredido los derechos fundamentales al debido 
proceso, salud y vida. Adicionalmente, se estudiará de oficio por este despacho el 
derecho de petición por considerar que se puede encontrar amenazado o vulnerado. 
 
5.5. DERECHO FUNDAMENTAL – NORMA Y JURISPRUDENCIA 
 
5.5.1. Derecho de Petición 
 
El artículo 23 de la Constitución Política consagró el Derecho de Petición como el 
derecho constitucional fundamental que tienen todas las personas para presentar a 
la administración peticiones respetuosas que impliquen un interés particular o público; 
de igual manera se establece que el peticionario tiene derecho a que la respuesta sea 
adecuada, efectiva y oportuna. 
 
Al respecto la Constitución Política en el artículo 23 establece: “ARTICULO 23. Toda 
persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 
motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador 
podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 
derechos fundamentales.” 

 
Es así como los órganos de la administración están obligados a dar oportuna 
respuesta, no permitiéndose la dilación en perjuicio del solicitante, pues el término 
para contestar debe ser razonado, y está determinado por los factores inherentes a 
la entidad; esta razonabilidad hace precisión al tiempo exigido para el procesamiento 
de la petición junto con las demás condiciones externas y materiales de la oficina a la 
que concierne resolver, por lo anterior, el único facultado para establecer un término 
superior es el mismo legislador, por consiguiente la administración misma no puede 
abrogarse términos superiores para dar contestación a las peticiones que se le 
presenten si éstos no están expresamente permitidos por la ley. 
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La Corte Constitucional en sentencia T-463 de 09 de julio de 2011, resaltó sobre el 
derecho de petición, lo siguiente: 

 
Así, esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa 
cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, 
emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) 
de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o 
desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la 
petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al solicitante. 
 
Si emitida la respuesta por el requerido, falla alguno de los tres presupuestos 
finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el 
derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado: 
 
“… el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna a la 
petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características 
deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. 
Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre 
un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye 
que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre 
información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la 
respuesta dada.  
 
El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona 
que elevó la solicitud conoce su respuesta. Se hace necesario reiterar que no se 
considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, 
puesto que no es él el titular del derecho fundamental2. 
 

5.5.2. Derecho al Debido Proceso 
 
En lo que hace al debido proceso, la Corte Constitucional, ha expresado3: 
 

5.3.1. El debido proceso como derecho fundamental, se encuentra consagrado 
expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, y como primer 
elemento cabe resaltar su aplicación no solo para los juicios y procedimientos 
judiciales, sino también para todas las actuaciones administrativas, cuando 
establece que: “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales o administrativas”. La jurisprudencia de esta Corporación ha 
precisado que la extensión del debido proceso a las actuaciones 
administrativas, tiene por objeto garantizar la correcta producción de los 
actos administrativos, y extiende su cobertura al ejercicio de la 
administración pública, en la realización de sus objetivos y fines estatales, 
cobijando todas sus manifestaciones , “en cuanto a la formación y ejecución 
de los actos, a las peticiones que realicen los particulares, a los procesos que 
por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe 
desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al señalarle los 
medios de impugnación previstos respecto de las providencias administrativas, 
cuando crea el particular, que a través de ellas se hayan afectado sus 
intereses”4.  
 
5.3.2. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso 
como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a 
través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una 

 
2 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-463 de 2011. 
3 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-341 de 2014.  
4 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-442 de 1992. 
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actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se 
respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. 
Hacen parte de las garantías del debido proceso:  
 
(i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e 
igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener 
decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía 
superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; 
(ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o 
aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 
acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división 
del trabajo establecida por la Constitución y la ley;  
(iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios 
legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De 
este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados 
para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 
abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la 
buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el 
proceso;  
(iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo 
razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a 
dilaciones injustificadas o inexplicables;  
(v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los 
servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 
justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al 
legislativo y  
(Vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, 
quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los 
imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, 
presiones o influencias ilícitas. 
5.3.3. Frente a la exigencia de dichas garantías, esta Corporación ha  señalado 
que esta es más rigurosa en determinados campos del derecho, como en 
materia penal, en la cual la actuación puede llegar a comprometer la libertad 
personal, en tanto que en materia administrativa, su aplicación es más flexible, 
dada la naturaleza del proceso que no necesariamente compromete derechos 
fundamentales5.   
En este sentido, el cumplimiento de las garantías del debido proceso 
consagradas en la Constitución, tiene diversos matices según el derecho de que 
se trate “dado que no todo derecho es de orden penal, sino que es posible 
encontrar “reglas y procedimientos” de otros órdenes como el civil, el 
administrativo, el policivo, el correccional, el disciplinario o el económico, 
entre otros, que no son comparables o asimilables directamente al 
ordenamiento penal y que comportan decisiones y sanciones de diversa 
categoría, matices que deberán ser contemplados en la regulación de sus 
propias reglas”6. 

 
5.5.3. Derecho a la Salud  
 
Por su parte, el artículo 49 de la Constitución Política, consagra que la atención en 
salud es un servicio público a cargo del Estado, por medio del cual debe garantizar a 
todos sus habitantes, el acceso a los servicios de promoción, protección y 
recuperación de la salud. 
 

 
5 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-957 de 2011, C-248 de 2013, entre otras. 
6 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-248 de 2013. 
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En tal sentido, también en la Sentencia T-307 de 2006, se determinó que el derecho 
a la salud comporta distintas etapas: preventiva, reparadora y mitigadora, que deben 
entenderse de la siguiente manera: 
 

La garantía del derecho a la salud incluye varias facetas: una faceta preventiva 
dirigida a evitar que se produzca la enfermedad, una faceta reparadora, que 
tiene efectos curativos de la enfermedad y una faceta mitigadora orientada 
a amortiguar los efectos negativos de la enfermedad. En este último caso, ya 
no se busca una recuperación pues esta no se puede lograr. Se trata, más bien, 
de atenuar, en lo posible, las dolencias físicas que ella produce y de 
contribuir, también en la medida de lo factible, al bienestar psíquico, emocional y 
social del afectado con la enfermedad. Negrillas y subrayado fuera de texto 
 

Sobre la efectividad del derecho fundamental a la Salud, la Corte Constitucional en 
Sentencia T-206 de 2013, indicó: 
 

La fundamentalidad del derecho a la salud se hace efectiva a partir del 
cumplimiento de los principios de continuidad, integralidad y la garantía de 
acceso a los servicios, entre otros. Con base en ello, está constitucionalmente 
prohibido, salvo las excepciones previstas en la sentencia C-800 de 2003, que 
una entidad abandone el tratamiento al que se somete a una persona, su 
evolución diagnóstica y la búsqueda de alternativas para confrontar la 
enfermedad. Negrilla fuera de texto.  

 
5.5.4. Derecho a la Vida 
 
De otra parte, la Corte Constitucional, en reiteradas oportunidades ha manifestado 
que el derecho a la vida no es un derecho simple que se determine solamente con la 
posibilidad para la existencia del ser humano, sino que por el contrario implica una 
serie de condiciones para que la existencia de esa persona se desarrolle en forma 
digna, rezón por la que expresó: 
 

... el derecho a la vida no significa una posibilidad simple de existencia, 
cualquiera que sea, sino, por el contrario, una existencia en condiciones dignas 
y cuya negación es, precisamente, la prolongación de dolencias físicas, la 
generación de nuevos malestares y el mantenimiento de un estado de 
enfermedad, cuando es perfectamente posible mejorarla en aras de obtener 
una óptima calidad de vida (...)7 Negrilla fuera de texto. 

 
Es así como, la amenaza del derecho a la vida, puede ir desde la realización de actos 
que determinen un peligro adicional mínimo para alguien, hasta la realización de actos 
de los cuales se derive un inminente peligro y es precisamente la Constitución 
Política, la encargada de proteger a todas las personas contra aquellos actos que 
pongan en peligro de manera objetiva la vida.  
 
5.5.5. Peticiones ante COLPENSIONES 
 
La Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, ha establecido una 
reglamentación especial para tramitar las peticiones, quejas y reclamos que son 
radicadas ante la entidad, es por esto que mediante la Resolución Nº. 343 del 2017, 
“Por la cual se reglamenta el trámite interno de las peticiones, quejas, reclamos y 
sugerencias presentadas ante la Administradora Colombiana de Pensiones – 
Colpensiones”, se han establecido unos términos máximos a fin de dar respuesta a 
las peticiones de acuerdo con el requerimiento, como lo establece en su numeral 8 
del artículo 16, el cual expresó: 

 
7 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-645 de 1998 
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ARTÍCULO 16. PROCEDIMIENTO Y TÉRMINOS PARA RESOLVER LAS 
PETICIONES. Teniendo en cuenta la clase de petición, ésta deberá ser resuelta 
conforme al procedimiento general que sé indica a continuación: 
 
(…) 
 
VIII. En todo caso los términos: máximos para resolver de fondo las solicitudes 
de prestaciones económicas y en general las peticiones presentadas ante la 
Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones), serán los siguientes 
(2):  

 

Prestación - Petición Término 
resolver 

Término 
incluir en 
nómina 

Término requerir 
pruebas y 
completar 
expediente 
pensional 

Pensión de vejez (indemnización 
sustututiva) 

4 meses 
(Art. 33 de la 
Ley 100/93 

modificado por 
el art. 9 de la 
Ley 797/03, 
SU-975 de 
2003 y T-

774 de 2015) 

6 meses (Art. 4 de la Ley 
700/01, SU - 975 de 2003 y T-

774 de 2015) 

Pensión de invalidez 
(indemnización sustitutiva) 

  

Prestacionales que no tienen 
término legal (auxilio funerario, 
pago de Incapacidades, emisión 
de dictámenes de pérdida de la 
capacidad para laborar, pago a 
herederos) 

N/A 1 mes 
(desistimiento 

tácito - 
Artículo 17 Ley 
1755 de 2015) 

Pensión de sobrevivientes 
(indemnización sustitutiva) 

2 meses 
(Art. 1 de la Ley 

717/01, T-
774 de 2015) 

6 meses (Art. 4 de la Ley 
700/01) 

Recursos vía administrativa - 
Reposición y Apelación 

2 meses (T-774 de 2015) 

Reliquidación, incremento o 
reajuste de la pensión 

4 meses (SU-975 de 2013 y T-774 de 2015) 

    

Trámites que no consistan en un acto 
administrativo dé reconocimiento 
pensional (Cálculo actuarial, afiliación.) 

15 días: hábiles (Art. 14 de la Ley 1755 
de 2015) 

Trámite de corrección de Historia Laboral 15 días hábiles prorrogabas hasta 30 días 
hábiles (Resolución 247 del 8 de Agosto 
de 2013) 

Cumplimiento de fallo judicial (condenas 
impuestas a entidades públicas 
consistentes en el pago o devolución de 
una suma de dinero) 

10 meses (Arts, 192 y 195 del CPACA) 

https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0100_1993_pr001.htm#33
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0797_2003.htm#9
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/su-975_2003.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/t-774_1915.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0700_2001.htm#4
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/su-975_2003.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/t-774_1915.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1755_2015.htm#17
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0717_2001.htm#1
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/t-774_1915.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0700_2001.htm#4
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/t-774_1915.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/t-774_1915.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1755_2015.htm#14
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/resolucion_colpensiones_0247_2013.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1437_2011_pr004.htm#192
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1437_2011_pr004.htm#195
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Peticiones que ingresan por el trámite de 
PQRS 

15 días hábiles (Art. 14 de la Ley 1755 de 
2015) 

Petición de documentos 10 días hábiles (Numeral 1 del Art 14 de 
la Ley 1755 d 2015) 

Solicitud de concepto jurídico (Consulta) 30 días hábiles (Numeral 2 del Art. 14 de 
la Ley 1755 de 2015) 

 
5.5.6. Notificación a través de medios Electrónicos 
 
En reiteradas ocasiones la Corte Constitucional ha establecido que, la notificación de 
un acto administrativo, es un elemento imprescindible para garantizar el derecho al 
debido proceso de los administrados, en este sentido en Sentencia T- 404 de 2014, 
indicó: 
 

Para garantizar a las partes o a terceros interesados el conocimiento de lo decidido 
por determinada autoridad administrativa, el legislador estableció las diversas 
formas de notificación aplicables a cada una de las clases de acto administrativo 
referidas. La Corte ha resaltado en numerosas providencias la importancia del 
trámite de notificación de los actos administrativos de carácter particular y concreto. 
Al respecto, ha señalado: 
   
“La notificación es el acto material de comunicación por medio del cual se ponen en 
conocimiento de las partes o terceros interesados los actos de particulares o las 
decisiones proferidas por la autoridad pública. La notificación tiene como 
finalidad garantizar el conocimiento de la existencia de un proceso o 
actuación administrativa y de su desarrollo, de manera que se garanticen los 
principios de publicidad, de contradicción y, en especial, de que se prevenga 
que alguien pueda ser condenado sin ser oído. Las notificaciones permiten 
que materialmente sea posible que los interesados hagan valer sus derechos, 
bien sea oponiéndose a los actos de la contraparte o impugnando las 
decisiones de la autoridad, dentro del término que la ley disponga para su 
ejecutoria. Sólo a partir del conocimiento por las partes o terceros de las decisiones 
definitivas emanadas de la autoridad, comienza a contabilizarse el término para su 
ejecutoria”. (Resaltado fuera de texto).    
  
Es así como la notificación cumple una triple función dentro de la actuación 
administrativa: (i) asegura el cumplimiento del principio de publicidad de la función 
pública, dado que mediante ella se pone en conocimiento de los interesados el 
contenido de las decisiones de la Administración; (ii) garantiza el cumplimiento de 
las reglas del debido proceso en cuanto permite la posibilidad de ejercer 
los derechos de defensa y de contradicción; y (iii) la adecuada notificación hace 
posible la efectividad de los principios de celeridad y eficacia de la función pública 
al delimitar el momento en el que empiezan a correr los términos de los recursos y 
de las acciones procedentes. 
  
Adquiere especial relevancia resaltar que, no solo debe surtirse el trámite propio de 
la notificación, sino también que la misma debe realizarse en debida forma y de 
acuerdo a las formalidades expresamente instituidas por el legislador para ello. En 
ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha explicado que el debido y 
oportuno conocimiento de las actuaciones de la administración es un principio 
rector del derecho administrativo, en virtud del cual las autoridades están en la 
obligación de poner en conocimiento de los destinatarios los actos administrativos 
que profieran. 
 
(…) 
 

https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1755_2015.htm#14
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1755_2015.htm#14
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_1755_2015.htm#14
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“La jurisprudencia ha considerado que este principio no es una mera formalidad, ya 
que consiste en dar a conocer, a través de publicaciones, comunicaciones o 
notificaciones, las actuaciones judiciales y administrativas a toda la comunidad, 
como garantía de transparencia y participación ciudadana, así como a las partes y 
terceros interesados en un determinado proceso para garantizar sus derechos de 
contradicción y defensa, a excepción de los casos en los cuales la ley lo prohíba 
por tratarse de actos sometidos a reserva legal”.        
  
Lo anterior significa que si bien la publicidad de los actos administrativos no 
determina su existencia o validez, sí incide en la eficacia de los mismos, en tanto 
de ella depende el conocimiento de las partes o terceros interesados de las 
decisiones de la administración que definen situaciones jurídicas. Así lo dispone el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en el 
artículo 72, donde el legislador prevé que sin el lleno de los requisitos no se tendrá 
por hecha la notificación, ni producirá efectos la decisión. 

 
Así mismo, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (Ley 1437 de 2011), regula la notificación personal, así: 

 
ARTÍCULO 67. NOTIFICACIÓN PERSONAL. Las decisiones que pongan 
término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al 
interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente 
autorizada por el interesado para notificarse. 
En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica 
y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos 
que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los 
plazos para hacerlo. 
El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación. 
La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas 
en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las 
siguientes modalidades: 
1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser 
notificado de esta manera. Subrayado fuera de texto  
(…) 

 
La misma norma, consagra la notificación por medios electrónicos, en el artículo 56, 
así: 
 

... NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA. Las autoridades podrán notificar sus actos 
a través de medios electrónicos, siempre que el administrado haya aceptado este 
medio de notificación. Subrayado fuera de texto 
 
Sin embargo, durante el desarrollo de la actuación el interesado podrá solicitar a 
la autoridad que las notificaciones sucesivas no se realicen por medios 
electrónicos, sino de conformidad con los otros medios previstos en el Capítulo 
Quinto del presente Título.  
 
La notificación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado 
acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración 

 
Aunado a lo anterior, el Gobierno Nacional, ante el estado de emergencia sanitaria, 
vivida en la actualidad, expidió el Decreto N°. 491 de 2020 “Por el cual se adoptan 
medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por 
parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y 
se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación de 
servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica”, en el que dispuso: 
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Artículo 4. Notificación o comunicación de actos administrativos. Hasta 
tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de 
Salud y Protección Social, la notificación o comunicación de los actos 
administrativos se hará por medios electrónicos. Para el efecto en todo trámite, 
proceso o procedimiento que se inicie será obligatorio indicar la dirección 
electrónica para recibir notificaciones, y con la sola radicación se entenderá que 
se ha dado la autorización.  
 
En relación con las actuaciones administrativas que se encuentren en curso a la 
expedición del presente Decreto, los administrados deberán indicar a la autoridad 
competente la dirección electrónica en la cual recibirán notificaciones o 
comunicaciones. Las autoridades, dentro de los tres (3) días hábiles posteriores 
a la expedición del presente Decreto, deberán habilitar un buzón de correo 
electrónico exclusivamente para efectuar las notificaciones o comunicaciones a 
que se refiere el presente artículo.  
 
El mensaje que se envíe al administrado deberá indicar el acto administrativo 
que se notifica o comunica, contener copia electrónica del acto administrativo, 
los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben 
interponerse y los plazos para hacerlo. La notificación o comunicación quedará 
surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado acceda al acto 
administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración. Subrayado 
fuera del texto original 
 
En el evento en que la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma 
electrónica, se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 67 y siguientes 
de la Ley 1437 de 2011.  
 
Parágrafo. La presente disposición no aplica para notificación de los actos de 
inscripción o registro regulada en el artículo 70 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 
En este sentido, el Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil, emitió 
concepto C.E. 00210 de 2017, en el que determinó:  
 

El uso de las herramientas tecnológicas ya se venían utilizando por parte de 
algunas entidades públicas con base en las normas que lo autorizaban y el 
Código lo que hizo fue reconocer esta situación y reglamentarla de manera 
general de forma tal que se actualizara la normatividad y se reconociera a nivel 
legal dicha posibilidad en el procedimiento contencioso administrativo. Es así 
como la Ley 1437 de 2011 introduce varias disposiciones que se refieren al tema 
e incorpora un capítulo completo, el IV, denominado “Utilización de medios 
electrónicos en el procedimiento administrativo”, dentro de cual, el artículo 56 
establece como novedad la notificación electrónica. (…) Esta norma faculta a las 
autoridades para notificar sus actos empleando medios electrónicos, pero con el 
requisito previo de que el administrado haya aceptado este medio de notificación. 
La ley permite que en cualquier momento y mientras se desarrolle la actuación, 
el interesado renuncie a esta forma de notificación y solicite a la autoridad que 
en adelante no se realicen las notificaciones por medio electrónico sino por los 
demás medios previstos en el capítulo quinto del citado código. Respecto de la 
fecha en que se considera surtida la notificación electrónica, la norma supedita 
este término a la fecha y hora en que el administrado acceda al acto 
administrativo y a su vez, exige para estos efectos la fecha y hora deberá 
certificarla la administración. (…) De acuerdo con la posición planteada por el 
Consejo de Estado para que la notificación electrónica se considere válidamente 
realizada se deben cumplir los siguientes requisitos: 1. Que el administrado haya 
aceptado en forma expresa este medio de notificación, de forma tal que no exista 
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duda de su aquiescencia. 2. Que durante el desarrollo de la actuación 
administrativa no haya solicitado otra forma de notificación, y 3. Que la 
administración certifique el acuse de recibo del mensaje electrónico, para efectos 
de establecer la fecha y hora en la cual el administrado tuvo acceso al acto 
administrativo. Respecto de este último requisito, es claro que corresponde a la 
administración ya sea directamente, si goza de la capacidad técnica para 
hacerlo, o por medio de una entidad certificadora, certificar el acuse de recibo del 
mensaje electrónico con el cual se envía el acto administrativo que se pretende 
notificar, en el cual se indique la fecha y hora en la cual el administrado tuvo 
acceso al mensaje de datos y, por ende, al acto administrativo adjunto al mismo. 
Subrayado fuera del texto original. 

 
6. CASO CONCRETO 
 
Pretende el tutelante, que se ordene a Administradora Colombiana de Pensiones - 
COLPENSIONES, a través de fallo de tutela, notificar vía correo electrónico al 
accionante o a su apoderado, el acto administrativo por medio del cual se da 
cumplimiento a las sentencias de 21 de marzo del 2019, del Juzgado 34 Laboral del 
Circuito de Bogotá y de 18 de julio de 2019, por la Sala Laboral del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá, que ordenaron a la entidad reconocer y pagar la 
pensión de vejez, al señor Héctor Gonzalo Gaitán Cita. 
 
Ante lo anterior, la apoderada de la Administradora Colombiana de Pensiones - 
COLPENSIONES en correo electrónico de 27 de mayo de 2020, remitió oficio 
Radicado N° 2020_5000614, en el que informó que verificado el sistema de 
información de esta entidad, se pudo corroborar que el 22 de mayo de 2020, se había 
notificado la Resolución N° SUB91602 de 14 de abril de 2020, al correo electrónico 
ivonegaitan@gmail.com, del accionante.  
 
Como soporte de lo anterior, la entidad adjunto copia del Radicado N°. 
2020_4188347, dirigido al señor  HÉCTOR GONZALO GAITÁN CITA, en el que se le 
informó que de acuerdo a su solicitud, se procedió a realizar la notificación por correo 
electrónico de la Resolución N° SUB91602 de 14 de abril de 2020 (la cual se adjunta 
en copia íntegra), y copia de la constancia de recibo de la Notificación Electrónica 
Automática-2020_4188347-91602, enviada al correo: ivonegaitan@gmail.com, con 
fecha 22 de mayo de 2020 y hora de entrega 08:10:43 PM (local).  
  
Sin embargo, observa el despacho que la accionada no allegó constancia de haber 
notificado al doctor Fernando Rojas Andrade, quien obra como apoderado del 
accionante, como se advierte en la solicitud de cumplimiento de sentencia judicial, 
radicada el 23 de septiembre de 2019 ante COLPENSIONES, desconociéndose así 
por parte de la entidad, las facultades del apoderado, y lo dispuesto en la misma 
Resolución N° SUB91602 de 14 de abril de 2020, que determinó: 
 

ARTÍCULO OCTAVO: Notifíquese al Doctor ROJAS ANDRADE FERNANDO 
haciéndole saber que por tratarse de un acto administrativo de ejecución 
(Artículo 75 del CPACA), y por no ser necesario el agotamiento de la vía 
gubernativa, contra la presente resolución no procede recurso alguno. Negrilla 
fuera de texto 

 
En este sentido, es preciso recordar que cuando el administrado o interesado, actúa 
ante la autoridad administrativa, a través de apoderado, es a este último, a quien se 
le deben realizar la notificación de las actuaciones. En efecto, el Consejo de Estado 
Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta, en auto de 24 de julio de 
2008 radicado N° 070012331000200700008202, determinó: 

 

mailto:ivonegaitan@gmail.com
mailto:ivonegaitan@gmail.com
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En auto que resuelve el recurso de queja contra la decisión del Tribunal, la Sala 
consideró que la notificación realizada directamente al señor Socadagui 
Cermeño no puede tenerse como notificación personal a la parte 
demandante, pues éste actúa en el proceso a través de representante 
judicial. Lo anterior por cuanto el art. 2142 del Código Civil determina que 
mediante el contrato de mandato el apoderado se hace cargo de la 
representación judicial del demandante, por cuenta y riesgo de éste, y por 
ello debe ser considerado como la persona con facultad para actuar en el 
proceso, representando al accionante para todos los efectos, y en ningún 
caso podía omitirse frente a él, la notificación, personal o por edicto, del 
fallo proferido. Negrillas fuera del texto original 

 
Ahora bien, pese a que existió un cambio normativo, dicha interpretación es 
totalmente vigente, puesto que el artículo 77 del Código General del Proceso, señaló: 
 

Salvo estipulación en contrario, el poder para litigar se entiende conferido para 
solicitar medidas cautelares extraprocesales, pruebas extraprocesales y demás 
actos preparatorios del proceso, adelantar todo el trámite de este, solicitar 
medidas cautelares, interponer recursos ordinarios, de casación y de anulación 
y realizar las actuaciones posteriores que sean consecuencia de la sentencia y 
se cumplan en el mismo expediente, y cobrar ejecutivamente las condenas 
impuestas en aquella. Subrayado fuera de texto 
 
El apoderado podrá formular todas las pretensiones que estime conveniente para 
beneficio del poderdante. 
 
El poder para actuar en un proceso habilita al apoderado para recibir la 
notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo, 
prestar juramento estimatorio y confesar espontáneamente. Cualquier restricción 
sobre tales facultades se tendrá por no escrita. El poder también habilita al 
apoderado para reconvenir y representar al poderdante en todo lo relacionado 
con la reconvención y la intervención de otras partes o de terceros. 
 
El apoderado no podrá realizar actos reservados por la ley a la parte misma; 
tampoco recibir, allanarse, ni disponer del derecho en litigio, salvo que el 
poderdante lo haya autorizado de manera expresa. 
 
Cuando se confiera poder a una persona jurídica para que designe o reemplace 
apoderados judiciales, aquella indicará las facultades que tendrá el apoderado 
sin exceder las otorgadas por el poderdante a la persona jurídica. 

 
En conclusión, la entidad se encuentra vulnerando los derechos de petición y debido 
proceso del accionante, dado que el acto administrativo contenido en la Resolución 
N°. SUB91602 de 14 de abril de 2020, debió ser notificado al apoderado, en atención 
a las facultades otorgadas a través de poder conferido por el señor Héctor Gonzálo 
Gaitán Cita, aunado, a que así fue dispuesto, en el numeral octavo de la citada 
resolución expedida por COLPENSIONES; razón por la cual, no es posible declarar 
configuración de hecho superado, como lo solicita la entidad accionada.  
 
En consideración a lo anterior, el Despacho procederá a conceder la protección de 
los derechos de petición y debido proceso del accionante, y ordenará a 
Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, que dentro de las 48 
horas siguientes a la notificación de la presente providencia, notifique la Resolución 
N°. SUB91602 de 14 de abril de 2020, al apoderado del accionante, Doctor Fernando 
Rojas Andrade, identificado con cédula de ciudadanía número 79.651.300 expedida 
en Bogotá, al correo electrónico que haya suministrado. 
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De otro lado, no se logró demostrar vulneración de los derechos fundamentales a la 
salud y a la vida del accionante, o por lo menos, no se aportó prueba en dicho sentido, 
por lo que este despacho negará las demás solicitudes. Finalmente, se hace un 
llamado a la entidad accionada, para que en futuras oportunidades, atienda las formas 
normativamente establecidas, para la notificación de los actos administrativos.  
 
En caso de no presentarse impugnación contra del presente fallo, por la secretaría 
del Juzgado, se procederá con el envío de este a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión, de conformidad con lo establecido en el artículo 31 del Decreto 
2591 de 1991. 
 
En mérito de expuesto, el Juzgado Cincuenta y Cinco (55) Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y por mandato de la ley, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO.- TUTELAR los derechos fundamentales de petición y debido proceso, del 
señor Héctor Gonzálo Gaitán Cita, identificado con cédula de ciudadanía número 
3.012.475 expedida en Facatativá – Cundinamarca; y negar las demás, de acuerdo 
con las consideraciones que anteceden. 
 
SEGUNDO.- ORDENAR a Administradora Colombiana de Pensiones - 
COLPENSIONES, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la 
presente providencia, notifique la Resolución N°. SUB91602 de 14 de abril de 2020, 
al apoderado del accionante, Doctor Fernando Rojas Andrade, identificado con cédula 
de ciudadanía número 79.651.300 expedida en Bogotá, al correo electrónico que 
haya sido suministrado. 
 
TERCERO.- Por la secretaría del Juzgado, NOTIFICAR la presente decisión a las 
Partes, a la Agente del Ministerio Público Delegada ante este despacho judicial, y al 
Defensor del Pueblo, conforme a lo dispuesto en los artículos 30 del Decreto 2591 de 
1991 y 5 del Decreto 306 de 1992. 
 
CUARTO.- HACER SABER que contra la presente decisión, procede la impugnación 
ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dentro de los tres (3) días 
siguientes a su notificación. 
 
QUINTO.- En caso de no ser impugnado el presente fallo, por la secretaría del 
Juzgado, ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de conformidad 
a lo establecido en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.  
 
SEXTO.- Una vez regrese el expediente de la Corte Constitucional, por la secretaría 
del Juzgado, PROCEDER al archivo de este, luego de las anotaciones del caso en el 
Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LUÍS EDUARDO GUERRERO TORRES 

Juez 


